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La siguiente

S E N T E N C I A N.º 424/25

En Murcia, a trece de noviembre de dos mil veinticinco

En el RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO n.º 151/23, tramitado por las normas de PROCEDIMIENTO
ORDINARIO, en cuantía indeterminada, y referido a aprobación definitiva de Modificación no Estructural del
PGOM de Lorca.

Parte demandante:

Las mercantiles RECREATIVOS LA CAMPANA, S.L. y RECREOS REALES, S.L., representadas por el Procurador
D. Pablo Jiménez-Cervantes Hernández-Gil y dirigidas por el Letrado D. Ángel Sánchez García.

Parte demandada:

Excmo. Ayuntamiento de Lorca, representado y dirigido por el Letrado de su Asesoría Jurídica

Acto administrativo impugnado:

Acuerdo del Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Lorca de 30 de enero de 2023, por el que se aprueba
definitivamente la modificación n.º 77 no estructural del P.G.M.O. de Lorca de los Arts. 43, 47.1.5 y 60 del
Capítulo 5, del Tomo II de la normativa del Plan General relativos a la implantación de distintos usos en locales
de planta baja de edificaciones existentes en el T.M. de Lorca (BORM de 17 de febrero de 2023)

Pretensión deducida en la demanda:

Que se dicte sentencia por la que, se anule la mencionada Modificación, en cuanto a su artículo 47.1.5.B),
dejándolo sin efecto, por ser contrario a derecho y, todo ello, con imposición de costas al Ayuntamiento de
Lorca

Siendo Ponente la Magistrada Dña. Pilar Rubio Berná, quien expresa el parecer de la Sala.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. - El presente recurso se interpuso el día 10 de abril de 2023, y, admitido a trámite y previa reclamación
y recepción del expediente, la parte demandante formalizó su demanda, deduciendo la pretensión a que antes
se ha hecho referencia.

SEGUNDO. - La representación procesal del Ayuntamiento demandado se opuso al recurso e interesó su
inadmisión, y, subsidiariamente, su desestimación.

TERCERO. - Ha habido recibimiento del proceso a prueba, con el resultado que consta en las actuaciones y
cuya valoración se hará en los fundamentos de Derecho de esta sentencia.

CUARTO. - Presentados escritos de conclusiones por las partes, se señaló para la votación y fallo el día 31 de
octubre de 2025, fecha en que tuvo lugar, quedando las actuaciones conclusas y pendientes de sentencia.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Como ha quedado expuesto se impugna en el presente recurso, la aprobación definitiva de la
modificación n.º 77 no estructural del P.G.M.O. de Lorca de los Arts. 43, 47.1.5 y 60 del Capítulo 5, del Tomo
II de la normativa del Plan General relativos a la implantación de distintos usos en locales de planta baja de
edificaciones existentes en el T.M. de Lorca adoptada en sesión plenaria del Ayuntamiento de Lorca de 30
de enero de 2023 (BORM de 17 de febrero de 2023), y en concreto contra el artículo 47.1.5.B) relativo a la
implantación de salas de juegos recreativos, bingos y otros locales en que se practiquen juegos de azar en
locales de planta baja de edificaciones existentes en el término municipal de Lorca.

El artículo mencionado es del siguiente tenor literal:

<<47.1.5. Servicios recreativos

Comprende los servicios que están destinados a actividades ligadas a la vida de ocio y de relación.

A. Categorías

Se establecen las siguientes categorías:

a) Salas de juegos recreativos, bingos y otros locales en que se practiquen juegos de azar.
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b) Salas de reunión: son establecimientos donde se desarrolla la vida de relación, acompañada, en ocasiones, de
espectáculos, tales como cafés-concierto, tablaos flamencos, salas de fiesta y baile, clubs nocturnos, casinos
y academias

de baile y música.

c) Espectáculos: son establecimientos en los que se desarrolla la actividad de espectáculo propiamente dicho,
con ámbitos diferenciados entre actores y espectadores, tales como cines, teatros o actividades similares.

B. Situaciones

La categoría A) no podrá ubicarse en un radio inferior a 500 metros de las parcelas destinadas por el instrumento
de planeamiento general o específico, a usos de equipamiento escolar, deportivo, sociosanitario o cultural, ni de
colegios, institutos, centros de salud y consultorios médicos, cualquiera que sea su ubicación dentro del término
municipal de Lorca. Tampoco podrán situarse a una distancia inferior a 1.000 metros de otro establecimiento
destinado al mismo fin, existente o cuya autorización se encuentre en tramitación.

Cumpliendo las condiciones anteriores se pueden localizar en las siguientes situaciones:

a) En planta baja, comunicada interiormente o no a las plantas sótano, semisótano o a planta primera, siempre
que se trate de un edificio no residencial.

b) En edificio exclusivo.

Las categorías B) y C) se pueden localizar:

a) En planta baja, comunicada interiormente o no a las plantas sótano, a semisótano o a planta primera, siempre
que se trate de un edificio cuyo uso principal no sea el residencial y siempre que no estén situadas en, o por
encima de, plantas con uso de viviendas.

b) En edificio exclusivo.>>

Como fundamento de la pretensión anulatoria ejercitada alega la actora los siguientes motivos de
impugnación:

1.- Naturaleza Jurídica de disposición de carácter general de la resolución impugnada, lo que determina que
cualquier vicio de forma o de fondo que se aprecie supondrá la nulidad de pleno derecho del mismo, sin que
quepa convalidación.

2.- Nulidad de la modificación operada por ser el Ayuntamiento de Lorca incompetente para ello y contravenir
el principio de jerarquía normativa.

3.- Falta de justificación de la proporcionalidad de las limitaciones impuestas a la razón de los intereses
generales argüidos por la Administración demandada

SEGUNDO. - Como vemos, siendo un hecho indiscutido que el acuerdo que se impugna tiene la naturaleza
de disposición de carácter general, el litigio se circunscribe a determinar si el Ayuntamiento de Lorca era
competente para adoptarlo o si, por el contrario, dicha disposición es nula por haber sido aprobada por órgano
incompetente como mantiene la actora.

Alega la actora en su demanda que la modificación operada por el Ayuntamiento de Lorca en el precepto
impugnado supone una limitación objetiva a la libertad de acceso de las actividades económicas que se
desarrollan en los salones recreativos o de juegos, puesto que se basa en la distancia; y es eficaz, en cuanto que
limita, obviamente, el número de establecimientos de esta clase en zonas de potencial rentabilidad económica,
puesto que se autorizarán un menor números de estos en el municipio.

Recuerda que el artículo 38 de la Constitución reconoce la libertad de empresa como derecho subjetivo
garantizado en los términos que consagra el artículo 53.1, por lo que solo es posible su limitación por razones
de interés general, cuando la limitación impuesta es apropiada al objeto que se propone, es proporcional, no
llegue más allá de lo necesario y no pueda conseguirse el efecto pretendido con un medio menos restrictivo.

De ello deduce que, si bien el reglamento y las Ordenanzas locales, pueden establecer, en virtud de
habilitaciones legales específicas, limitaciones a la libertad de establecimiento reconocida en el artículo 38 de
la Constitución Española, pero tales limitaciones habrán de producirse dentro de los términos de la habilitación
utilizada y ser idóneas y proporcionadas con el fin pretendido." - STS de 31 de enero 2001, rec. n.º 9067/1995-

Añade que de conformidad con lo estipulado en el precitado artículo y el 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre,
de garantía de la unidad de mercado, solo razones imperiosas de interés general son las que pueden motivar
el establecimiento por la autoridad competente de límites al acceso de la actividad económica del juego y
apuestas y a su ejercicio, y del cumplimiento de determinados requisitos para su desarrollo. Y en este caso,
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señala, la limitación ha sido adoptada por el Ayuntamiento de Lorca a pesar de ser incompetente para ello;
siendo la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia la que ostenta la competencia exclusiva en esta
materia.

Explica que, aunque la Constitución reconozca a los municipios autonomía para la gestión de sus propios
intereses que se concretan en la Ley de Bases de Régimen Local, su potestad reglamentaria solo pueden
ejercerla en el ámbito de sus competencias y dentro del límite que representan las leyes dictadas por el Estado
y las Comunidades Autónoma, quedando sujeta a los principios de competencia y jerarquía normativa.

Las competencias en materia de casinos, Juegos y apuestas fueron transferidas en exclusiva a la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia mediante Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, y así se establece
también en la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia que le
atribuye la competencia legislativa, reglamentaria y ejecutiva. En el ejercicio de estas competencias se dictó
la Ley 2/1995, de 15 de marzo, reguladora del Juego y Apuestas de la Región de Murcia y el Decreto 72/2008,
de 2 de mayo, que aprueba el Reglamento de -Máquinas Recreativas y de Azar de la Región de Murcia.

En virtud de las mismas, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley 2/1995
corresponde al Consejo de Gobierno de la Región de Murcia: "La planificación de la gestión regional en materia
de juegos y apuestas en la Región, en concordancia con sus incidencias social, económica y tributaria, así como
con la necesidad de diversificar el juego."

Sostiene la actora que nos encontramos ante un régimen de intervención pública que pretende armonizar los
intereses en juego la libertad de empresa, la libertad personal de participar en los juegos de azar, la protección
de la infancia, salud pública, etc. y que tiene como última justificación evitar los casos en que pudiera peligrar
su equilibrio. Y que, con este fin, mediante el artículo 19.4 del Decreto 126/2012, de 11 de octubre, por el que
se aprueba el Reglamento de Apuestas de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, se estableció
una limitación de una distancia de 200 metros en la autorización de apertura y funcionamiento de los locales
específicos de apuestas respecto a otros locales específicos de apuestas, salones de juego, casinos o salas
de bingo.

Destaca, asimismo, que mediante Decreto 101/2016, de 21 de septiembre, el Consejo de Gobierno modificó el
Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar de la Comunidad de la Región de Murcia, aprobado por Decreto
72/2008, de 2 de mayo, en su artículo 35.8, estableciendo una limitación de una distancia de 400 metros para
la concesión de autorizaciones de apertura y funcionamiento de nuevos salones de juego respecto a otros
salones de juego, casinos o salas de bingo o locales específicos de apuestas en funcionamiento, limitación
que se reducía a 200 metros en el caso de municipios catalogados como zonas de gran afluencia turística por
la Orden de 5 de marzo de 1999 de la Consejería de Industria, Trabajo y Turismo.

Y de ello concluye que la competencia para adoptar medidas que limiten la libertad de establecimiento a
actividades económicas relacionada con el juego le corresponde única y exclusivamente a la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia y más concretamente, el Consejo de Gobierno.

Por último, señala que no existe en esta materia ninguna atribución ni delegación de competencias de la
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia a los municipios.

Reconoce que el Ayuntamiento de Lorca tiene competencia para la aprobación definitiva de una modificación
no estructural del Plan General de Ordenación Municipal sin intervención alguna de la Comunidad Autónoma,
conforme a lo dispuesto en los artículos 154.2.a) y 163.d) de la LOTURM, sin embargo, considera que esta
competencia no se pude confundir con la de adoptar limitaciones para el ejercicio de la actividad económica
que se desarrolla en los salones recreativos o de juego, que como ha repetido corresponde en exclusiva al
Consejo de Gobierno de la Región de Murcia.

El Ayuntamiento, por su parte, se opone y alega que la modificación no tiene como objetivo regular la actividad
de juego, sino el uso que se está haciendo de los locales en planta baja en el municipio, que generan problemas
de convivencia, afectan a la calidad de los espacios, a la estética de los edificios y a la seguridad y salud de
las personas.

TERCERO.- Las cuestiones planteadas han sido resueltas por el Tribunal Supremo en varias sentencias
dictadas en junio y julio de 2024 por la Sección 5ª de la Sala Tercera, de lo Contencioso Administrativo.

En la Sentencia 1243/2024 de 10 Jul. 2024, Rec. 1809/2023, de la que fue ponente D. Carlos Lesmes Serrano, el
Tribunal Supremo desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ Castilla y León que
dio lugar al recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de
Burgos, por el que se aprobó la Modificación Puntual del Plan General de Ordenación Municipal, para establecer
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una categoría específica de uso terciario recreativo que contribuya a contravenir los riesgos en la salud del
juego patológico.

Igual que en nuestro caso, se impugnaba la aprobación de la Modificación puntual del Plan de Ordenación
Municipal, para la ordenación detallada del uso de locales de juego y apuestas dentro de un término municipal.

Determina nuestro más alto tribunal la conformidad a derecho de la potestad reglamentaria de los
Ayuntamientos en los instrumentos de ordenación urbanística municipal referida a la regulación del uso
de los locales de juego y apuestas, establecimiento de regímenes de distancias mínimas para nuevas
implantaciones o la ampliación de las existentes. Y concluye que el planeamiento urbanístico puede incluir
determinaciones específicas sobre el uso del suelo urbano en relación con los locales de juego y apuestas.
Estas determinaciones, si indirectamente afectan a la libertad de empresa y la libre prestación de servicios,
deben estar adecuadamente justificadas por necesidades imperiosas de interés general. Además, las medidas
adoptadas deben ser proporcionales, no imponer una restricción absoluta a la apertura de locales de juego y
deben ser respetuosas con la legislación estatal y autonómica aplicable al sector del juego.

En la referida sentencia la cuestión en que el auto de admisión aprecia interés casacional objetivo para
la formación de jurisprudencia consiste en "...determinar si resulta ajustado a Derecho que el ejercicio de
la potestad de planeamiento de los Ayuntamientos en los instrumentos de ordenación urbanística municipal
referida a la regulación del uso de los locales de juego y apuestas incida -y, en su caso, en qué medida- en
los ámbitos de libertad de empresa y libre prestación de servicios correspondientes a los titulares de aquellos
establecimientos.".

Siendo las normas a interpretar, las mismas que la actora cita en su demanda: " artículos 48 y 56 del Tratado
de Funcionamiento de la Unión Europea ; artículo 38 de la Constitución ; artículo 25.2 a) de la Ley 7/1985, de 2
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local ; artículo 3 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de
octubre , por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana; artículos 5 y 17.4
de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre , de garantía de la unidad de mercado; y artículo 2.2. h) de la Ley 17/2009,
de 23 de noviembre , sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio."

Repasando la doctrina jurisprudencial sobre las cuestiones de interés casacional suscitadas, recuerda que "El
conflicto entre la limitación a la implantación de actividades económicas desde instrumentos de planeamiento
urbanístico como manifestación de la potestad de planificación y el principio de libre mercado y empresa se ha
puesto de manifiesto en numerosas ocasiones con motivo de la regulación urbanística de la implantación de
antenas de telefonía móvil, de salones de juego o, viviendas de uso turístico entre otros.

La regulación urbanística que impone limitaciones a la implantación de ciertos usos desde los instrumentos de
planeamiento urbanístico debe estar debidamente fundamentada, teniendo en cuenta que estamos en presencia
del ejercicio de una potestad de carácter discrecional como caracteriza a la potestad de planeamiento. Ahora
bien, esa posibilidad, insistimos debidamente fundada, no debe implicar una restricción absoluta para los
usos permitidos en la zona. Lo adecuado es establecer distancias mínimas para proteger intereses generales
imperiosos que necesariamente, en ese caso, deben concurrir. Por lo tanto, si mediante el planeamiento se
organiza el territorio y se determinan los objetivos urbanísticos, es legítimo que dicho planeamiento defina y
especifique los requisitos esenciales para la implantación de determinados usos. Esto incluye la compatibilidad
de tales usos con los residenciales, la implantación sostenible de usos urbanos y la convivencia pacífica de estos
con el uso del espacio público. No se debe imponer una restricción absoluta ni interferir con la normativa del
libre mercado y la libre competencia.

En conclusión, una justificación adecuada y suficiente de las razones de interés general que sustenten la
regulación limitativa de la implantación de usos, alejada de meros motivos económicos, legitima al planificador
municipal para regular usos en una zona urbana. Esto puede incluir la imposición de un régimen de distancias
mínimas para nuevas implantaciones o la ampliación de las existentes. Teniendo en cuenta además que el
instrumento de planeamiento urbanístico de carácter general, PGOU, POM o cualquiera que sea su denominación,
se comporta como un plan de detalle en el suelo urbano fijando la calificación urbanística aplicable respecto del
régimen de usos, intensidad y aprovechamiento."

Cita, entre otras, la sentencia de la Sección Quinta de esta Sala n.º 4900/2022, de 15 de noviembre (recurso de
casación n.º 8378/2021) en la que se recoge la siguiente doctrina: "...los instrumentos de ordenación territorial
y urbanística están legitimados para --en realidad, comportan, en todo caso-- establecer limitaciones a la libertad
de establecimiento , siempre que tales limitaciones y conforme con los documentos elaborados en la aprobación
del planeamiento, estén suficientemente justificadas, razonables y motivada su necesidad a los fines de la
planificación"
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Asimismo, se relaciona la sentencia 1.408/2019, de 22 de octubre (recurso de casación n.º 4238/2018) de
la Sección Tercera de la misma Sala, sobre las limitaciones a la implantación de salones de juego en suelo
urbano que considera suficientemente justificada la necesidad del establecimiento de distancias mínimas
entre establecimientos de juego con base, tanto en el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos
5 y 17 de la Ley 20/2013, de garantía de unidad de mercado en relación con el artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de
23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, como con la Jurisprudencia
del TJUE que admite con normalidad que la actividad del juego pueda ser objeto de limitaciones o restricciones
por los estados miembros atendiendo los intereses en juego vinculados al orden público, a la salud pública y
a la protección de los menores y otros colectivos especialmente sensibles, pese a no entender justificada la
concreta distancia de 800 metros impuesta por falta de motivación suficiente en ese aspecto.

Con esta doctrina, resuelva la cuestión planteada, con los siguientes argumentos: "En nuestra reciente
jurisprudencia hemos resaltado la presencia, y exigencia, de un urbanismo cambiante, que intenta adaptarse
a las nuevas circunstancias, realidades y necesidades sociales, urbanísticas y medioambientales, y que, a tal
fin, utiliza sus instrumentos de planificación urbanística para conseguir y alcanzar la inevitable transformación
de las ciudades. Y, para tal fin, se encuentran legitimadas ---y obligadas--- las Administraciones públicas que
cuentan con competencia en el ámbito material del urbanismo, especialmente Ayuntamientos y Comunidades
Autónomas para alcanzar tal fin.

Y es, en este marco urbanístico ---en transformación--- en el que debemos proyectar el dilema jurídico sobre el
que se nos plantea y exige un pronunciamiento jurisdiccional; se trata, pues, de buscar un punto de equilibrio
entre la actual configuración ---fundamentalmente--- de las ciudades, en el marco de exigencia social y jurídica
que hemos expuesto, y, por otra parte, las exigencias de la libertad de mercado y liberalización de servicios.

(...)

La fijación por parte de la Administración municipal, en su instrumento general de planeamiento urbanístico,
de distancias mínimas entre locales destinados a determinadas actividades económicas, como los salones
de juego y apuestas, representa, en principio, una limitación a la libertad de establecimiento y prestación de
servicios contempladas en los artículos 49 y 56 del TFUE . Por lo tanto, dicha limitación administrativa debe
cumplir, tal y como hemos indicado anteriormente, con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 20/2013 , en el
sentido de justificar que estas restricciones son necesarias para proteger un interés general imperioso y que son
proporcionadas a dicho interés. El artículo 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre , de garantía de la unidad de
mercado, se refiere a las razones de interés general descritas en el artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23 de
noviembre , sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. Estas razones incluyen el orden
público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del equilibrio financiero del
régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y la salud de los consumidores, los
destinatarios de servicios y los trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la
lucha contra el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad
intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional, y los objetivos de la política
social y cultural.

Junto a lo anterior resulta esencial que el contenido y determinaciones de cualquier modificación puntual
esté suficientemente motivado y que las limitaciones impuestas no representen una restricción absoluta
para la implantación de los usos. En conclusión, las entidades locales están legitimadas para regular, con
rango reglamentario, en sus instrumentos de planeamiento urbanístico, las condiciones de implantación de
determinados usos, siempre que estas limitaciones estén justificadas en razones imperiosas de interés general,
según lo interpretado por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y sean proporcionadas
a la finalidad que persigan."

Con ello resuelve las cuestiones planteadas estableciendo la siguiente doctrina: "el planeamiento urbanístico
puede incluir determinaciones específicas sobre el uso del suelo urbano en relación con los locales de juego
y apuestas. Estas determinaciones, si indirectamente afectan a la libertad de empresa y la libre prestación de
servicios, deben estar adecuadamente justificadas por necesidades imperiosas de interés general. Además, las
medidas adoptadas deben ser proporcionales, no imponer una restricción absoluta a la apertura de locales de
juego y deben ser respetuosas con la legislación estatal y autonómica aplicable al sector del juego."

Resolviendo el caso concreto enjuiciado, dispone:

"1º.- Pleno respeto al principio de autonomía local. El criterio de la vinculación negativa.

Cualquier determinación establecida por la Administración a través del planeamiento urbanístico que pueda
limitar la libertad de empresa debe estar fundamentada en el principio de vinculación negativa. Esto significa
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que las entidades locales no necesitan una habilitación legal específica en cada ámbito sectorial, siempre que
no se excluya expresamente esta competencia y no contravenga la legislación estatal o autonómica aplicable

....

2º.- Adecuada motivación de la modificación puntual y cumplimiento del artículo 5 de la Ley 20/2013 , de garantía
de la unidad de mercado: proporcionalidad y concurrencia de razones imperiosas de interés general.

...

3º.- Adecuación a la normativa sectorial en materia de juego."

CUARTO. - Aplicando la doctrina expuesta al caso que nos ocupa y determinada que la actuación municipal
se desenvuelve dentro del ejercicio de sus propias competencias sin que suponga invasión alguna de
competencias autonómicas o estatales, hemos de analizar si la modificación puntual del planeamiento
acordada está motivada, es justificada y proporcional.

En este sentido, se alega en la contestación a la demanda que la necesidad de abordar la modificación
planteada, se expresan en la Memoria de la modificación.

En efecto, obra en el expediente la documentación relativa a la aprobación definitiva de la modificación del
PGOM recurrida, en la que se relacionan los siguientes antecedentes:

"La presente Modificación viene motiva por la necesidad de dar una nueva redacción a los artículos 43, 47.1.5
y 60 de la Normativa del P. G., en cumplimiento a lo acordado en el pleno del Excmo. Ayuntamiento de Lorca
de fecha 03 de junio de 2021 relativo a la suspensión del otorgamiento de licencias, así como la eficacia de
las declaraciones responsables y comunicaciones previas para la implantación los usos de transformación de
local a vivienda, salones de juego (máquinas recreativas, bingo, azar y apuestas) y de centros de culto en planta
baja de edificaciones existentes en el término municipal de Lorca con la finalidad de llevar a cabo el estudio y
redacción de una Modificación de Plan General sobre la implantación de determinados usos en locales en planta
baja de edificaciones existentes en el término municipal de Lorca. Dicho acuerdo de suspensión se publico en
el B.O.R.M. de fecha 01 de julio de 2021.

.....

Otra problemática detectada, es la proliferación en la implantación de salones de juego (maquinas recreativas,
bingo, azar y apuestas) en locales de planta baja. Consta informe de la Concejalía de Sanidad y Consumo
donde señala "Es un sentir general que los Ayuntamientos deben de implicarse por razones evidentes, en
la lucha contra la ludopatía poniendo en marcha acciones que eviten no solo las adiciones al juego en la
edad adulta sino también en los jóvenes y en los adolescentes". A tal efecto resultaría necesario completar
la regulación existente sectorial en este tipo de establecimientos, con una regulación urbanística que permita
ordenar adecuadamente la implantación de este uso en relación con centros educativos, sanitarios y cualquier
otra actividad que se considere, estableciendo condiciones técnicas y materiales adecuadas basándose en
criterios de medio ambiente, urbanísticos y de salud y seguridad de las personas con especial sensibilidad en
la población juvenil"

"... Atendiendo a la problemática detectada....resulta necesario modificar los siguientes artículos:

(...)

-Artículo 47 .1.5. Servicios recreativos. Se propone la modificación del apartado B del artículo denominado: B.
Situaciones.

En este apartado se establecen unas distancia de los establecimientos destinados a Servicios Recreativos
de Categoría A) a parcelas calificadas como equipamiento escolar, deportivo; sociosanitario o cultural, ni de
colegios, institutos, centros de salud consultorios médicos y se establece además una distancia de al menos
1.000 metros entre establecimientos destinado al mismo fin , con el objetivo de ordenar adecuadamente la
implantación de este uso en relación con parcelas destinadas a dotaciones urbanísticas destinadas en especial
a la población juvenil".

Como vemos, se alude al sentir general sobre los peligros del juego, sobre el que es indudable que se ha
incrementado la sensibilidad social, fundamentalmente en cuanto pueda afectar a la juventud, pero ello, no
dejan de ser generalidades que podrían justificar que se iniciara un estudio en profundidad sobre cuales
pudieran ser las medidas más eficaces para atacar el problema pero que no sirven de motivación a las medidas
concretas adoptadas. las limitaciones que resultan de la ordenación urbanística establecida en la modificación
puntual impugnada implican, en el presente caso, unas restricciones que no están debidamente justificadas
desde la perspectiva de su idoneidad, necesidad y proporcionalidad.
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Estamos ante un supuesto de ejercicio del "ius variandi" en el ámbito urbanístico, que según constante doctrina
del TS es una potestad municipal que debe estar suficientemente justificada, y apoyada en datos objetivos,
para impedir que atente a los límites racionales y naturales de la discrecionalidad que se reconoce.

En nuestro caso, no se considera motivada la razón de interés general que invoca el planificador municipal,
pues aunque todos pudiéramos estar de acuerdo en la necesidad de limitar la implantación de salones de juego
y sobre todo cuando los mismos se sitúan en determinados espacios que pudiéramos considerar vulnerables,
para establecer cuáles son las limitaciones oportunas y eficaces es preciso realizar un análisis concreto de
los riesgos, posibles soluciones y cuáles son las más eficaces. Análisis que en nuestro caso no se ha llevado
a cabo.

Como dice el TS en su Sentencia 1243/2024 de 10 Jul. 2024, Rec. 1809/2023 que resulta de plena aplicación en
nuestro caso, "aunque se pudiera entender que se trata de limitaciones necesarias en la actividad económica del
juego y apuestas para la salvaguarda de una razón imperiosa de interés general, consistente en la preservación de
la salud, las limitaciones impuestas no resultan proporcionadas a la razón imperiosa de interés general invocada,
sin que, ni tan siquiera, a se hayan estudiado y ensayado en la memoria modelos alternativos que pudieran
conseguir el mismo objetivo menos restrictivos para la actividad empresarial

(...)

Establecer como uso prohibido los establecimientos de juego regulado en todas las normas zonales cuyo
uso predominante sea el residencial, supone, como acertadamente indica la sentencia impugnada, de facto, la
imposibilidad de desarrollo de la actividad empresarial del juego en todo el centro urbano de la ciudad de Burgos,
sin dejar margen alguno a la política de planificación autonómica sobre el sector del juego, ni a la efectividad del
régimen de distancias previsto, tanto legal como reglamentariamente, lo que evidencia un claro incumplimiento
de la normativa autonómica sectorial de aplicación."

En nuestro caso, ni siquiera se ha analizado las consecuencias de las medidas acordadas y en concreto, si
al establecer de forma conjunta las limitaciones de distancia entre salones y a otros lugares sensibles, sería
posible autorizar algún salón de juego o supondría de facto impedir su instalación.

Como señala la Sentencia 1351/2024 de 18 Jul. 2024, Rec. 3878/2023 del TS

"Llegados a este punto, convendrá recordar que la intervención administrativa en la actividad económica a
través de la potestad de planeamiento ha de estar amparada en razones imperiosas de interés general y a su
vez, estas suficientemente motivadas en los documentos justificativos que se deben elaborar en la tramitación
de la modificación puntual de las NN.UU, especialmente en la Memoria explicativa, como medio que permita
cohonestar la libertad de servicios y la ordenación territorial y urbanística, partiendo de que en efecto, las
concretas determinaciones que impone el planeamiento como limitaciones a la libertad de establecimiento, son
consustanciales a la potestad planificadora

Nada se aprecia en el citado documento en el sentido indicado, siendo correcta la conclusión alcanzada por la
Sala territorial, sobre la manifiesta falta de motivación de la propia Modificación del PGOU. No se atisba cual
sea el motivo de interés general que justifica la limitación de distancias siendo indiscutible - tal como resulta del
contenido del fundamento de derecho anterior - que la fijación de distancias mínimas ente los locales de juego
comporta una limitación a la libertad de establecimiento, la actuación limitadora del Ayuntamiento de Cádiz
debe observar lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 20/2013 -necesidad y proporcionalidad- debiendo quedar
justificado no solo que las limitaciones son necesarias para la salvaguarda de razones imperiosas de interés
general sino además, que las concretamente impuestas son proporcionadas esto es, no solo por referencia a
aquellas razones, sino por no conllevar en la practica una imposibilidad de apertura de nuevos establecimientos
de juego o dejar fuera de ordenación los ya existentes.

Así pues y a diferencia del caso resuelto en nuestra reciente Sentencia de 17 de junio de 2024 (recurso de
casación 8754/2022 ), no se considera suficientemente motivada la razón de interés general que ampara el
ejercicio de "ius variandi" por el ente local.

Y hemos de concluir tal como hicimos en la también reciente Sentencia núm. 1243/2024, de 10 de julio de 2024
(recurso de casación 1809/2023 ), que el Ayuntamiento de Cádiz no ha elaborado una justificación suficiente
y adecuada de las determinaciones que introduce en la Modificación impugnada en su día, dentro de las
posibles existentes, adoptando una medida de cambio de uso que no motiva y unas limitaciones en cuanto a
distancias mínimas de las zonas indicadas que por desproporcionadas, conjuran la libertad de establecimiento,
excediéndose de la competencia que le resulta propia en los términos que refiere el artículo 25.2, letra a) de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local y con respeto a la Ley 2/1986, de 19 de
abril, del juego y apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía."

8



JURISPRUDENCIA

Como recuerdan las sentencias citadas de nuestro más alto tribunal el juego por dinero es una actividad
regulada, sujeta a requisitos y restricciones de diversa índole y de competencia autonómica.

Efectivamente, en nuestro caso, el Estatuto de Autonomía para la región de Murcia, aprobado por LO 4/1982, de
9 de junio le atribuye en su artículo 10.22 la competencia exclusiva en materia de "Casinos, juegos y apuestas
excepto las apuestas y loterías del Estado"

Así lo señala la Exposición de Motivos de la Ley 2/1995, de 15 de marzo, reguladora del Juego y Apuestas
de la Región de Murcia. Al establecer el ámbito de competencias dispone en su artículo 3 que se incluyen en
el mismo tanto las actividades propias de los juegos y apuestas como los locales e instalaciones donde se
lleven a cabo las mismas. Atribuyendo al Consejo de Gobierno las competencias para:

"1. La aprobación del Catálogo de Juegos y Apuestas de la Región de Murcia.

2. La planificación de la gestión regional en materia de juegos y apuestas en la Región, en concordancia con sus
incidencias social, económica y tributaria, así como con la necesidad de diversificar el juego.

3. La aprobación de los reglamentos específicos de los juegos y apuestas incluidos en el Catálogo."(Art. 10)

En desarrollo de la Ley se aprobó el Decreto n.º 126/2012, de 11 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento
de Apuestas de la Comunidad Autónoma de la región de Murcia, que en su artículo 19 establece que "Solo
podrán autorizarse locales específicos de apuestas cuando no existan otros locales específicos de apuestas,
salones de juego, casinos o salas de bingo autorizados o en tramitación ubicados en un radio inferior a 200
metros, medidos desde cualquiera de las puertas de acceso del que se pretenda instalar. Esta limitación no regirá
en áreas de apuestas en instalaciones deportivas."

Asimismo, el artículo 35 del Decreto 72/2008, de 2 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en el mismo sentido, establece
que "8. Solo podrán autorizarse salones de juego cuando no existan otros salones de juego, casinos, salas de
bingo o locales específicos de apuestas autorizados o en tramitación ubicados en un radio inferior a 400 metros,
medidos desde cualquiera de las puertas de acceso del que se pretenda instalar. Esta distancia se reducirá a
200 metros en los municipios catalogados como zonas de gran afluencia turística por la Orden de 5 de marzo de
1999, de la Consejería de Industria, Trabajo y Turismo. La renovación de la autorización se ajustará, en cuanto a
la aplicación de la distancia, a la normativa vigente en el momento de la concesión de dicha autorización."

No justifica el Ayuntamiento el establecimiento de limitaciones más restrictiva que las fijadas por la Comunidad
Autónoma.

La falta de motivación apreciada no puede ser subsanada en el presente recurso

QUINTO.- Atendiendo a la complejidad de las cuestiones discutidas no resulta procedente hacer una expresa
imposición de costas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional.

En atención a todo lo expuesto y por la autoridad que nos confiere la Constitución de la Nación Española,

F A L L A M O S

Estimar el recurso contencioso administrativo interpuesto por las mercantiles RECREATIVOS LA CAMPANA,
S.L. y RECREOS REALES, S.L. contra el acuerdo del Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Lorca de 30 de enero
de 2023, por el que se aprueba definitivamente la modificación n.º 77 no estructural del P.G.M.O. de Lorca de
los Arts. 43, 47.1.5 y 60 del Capítulo 5, del Tomo II de la normativa del Plan General relativos a la implantación
de distintos usos en locales de planta baja de edificaciones existentes en el T.M. de Lorca (BORM de 17 de
febrero de 2023) y en consecuencia se anula en cuanto a su artículo 47.1.5.B), dejándolo sin efecto por no ser
conforme a derecho; sin costas.

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Supremo, de conformidad con lo previsto en el artículo 86.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso- Administrativa, siempre y cuando el asunto presente interés casacional según lo dispuesto en el
artículo 88 de la citada ley. El mencionado recurso de casación se preparará ante esta Sala en el plazo de los
30 días siguientes a la notificación de esta sentencia y en la forma señalada en el artículo 89.2 de la LJCA.

En el caso previsto en el artículo 86.3 podrá interponerse recurso de casación ante la Sección correspondiente
de esta Sala.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará certificación a los autos principales, lo pronunciamos,
mandamos y firmamos.
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La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios
a las leyes.
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